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SR. SECRETARIO GENERAL DE INNOVACIÓN  
Y CALIDAD DEL SERVICIO PÚBLICO DE JUSTICIA 
 

Ministerio de Justicia 
c/San Bernardo,  
28071 Madrid 
 
 
 
 
 
 
Asunto: Plan de actuación de la Disposición Adicional 19ª del RD Ley 11/2020 de 31 de 
marzo. 
 
 
 
 
 
El artículo 34.7 del TREBEP establece el principio de buena fe en la negociación colectiva y 
señala la obligatoriedad de las partes de poner a disposición de la otra la documentación 
necesaria para dicha negociación. CSIF remitió sus propuestas a la Administración por 
primera vez, hace un mes y, por última, el 17 de junio junto con la enésima petición de 
convocatoria de la mesa de negociación.  
 
A la vista de lo anterior y de los antecedentes más próximos, cabe cuestionarse si, por parte 
de la administración existe esa buena fe que debe presidir la negociación colectiva o, lo que 
es lo mismo, si existe voluntad de negociar los planes de actuación con la representación de 
más del 85% de los empleados públicos de la Administración de Justicia. 
 
Lo mismo puede decirse de la ley de medidas procesales, tecnológicas y organizativas que 
prepara el Ministerio de Justicia y que ha ido desgranando con diversos colectivos y dando a 
conocer por partes a la prensa, pero de la que no se nos ha dado traslado a las 
organizaciones sindicales en ningún momento afectando como afecta directa o 
indirectamente a las condiciones de trabajo de los funcionarios/as de Justicia.  
 
No se puede, de ningún modo, aceptar como excusa la situación excepcional creada por el 
COVID 19 ni tampoco aludir a razones de urgencia derivados del plazo fijado por el Ministerio 
en la Disposición Adicional 19ª del RD Ley 11/2020, por cuatro razones: 
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 Hace más de una semana que nuestro país salió del estado de alarma lo que supone 
el fin de la situación excepcional. Si antes el derecho de negociación colectiva no había 
sido suspendido, ahora no hay duda de que está vigente.  

 

 Hace cerca de dos meses, coincidiendo con el anuncio del Ministro tras la aprobación 
del Real Decreto Ley en Consejo de Ministros, que CSIF ha solicitado la apertura de 
la mesa de negociación para abordar estos planes de actuación.  
 

 El plazo fue establecido por el propio Ministerio de Justicia y de su Ministro que como 
miembro del Gobierno tiene información privilegiada de cuando se iba a decretar el 
final del estado de alarma y, en consecuencia, activarse el plazo marcado en la citada 
disposición adicional. En todo caso, la excepción no debería afectar al ejercicio de un 
derecho fundamental sino al cumplimiento del plazo establecido por el Ministerio en el 
Real Decreto Ley que no sería la primera vez que haya ocurrido ni va a ser la última 
vez que vaya a ocurrir y que nadie iba a reprochar teniendo en cuenta que se prevé la 
puesta en marcha del plan para el 1 de septiembre.  
 

 Estos planes de actuación se han negociado durante varias semanas con las CCAA. 
La primera noticia que hemos tenido los sindicatos sobre los mismos fue el pasado 
jueves. Tiempo para negociar ha habido más que suficiente.  

 
La documentación que, en principio, iba a estar en nuestras manos a lo largo de la mañana 
del viernes 26 de junio, llegó finalmente a las 20.54 horas del lunes 30 de junio de forma 
incompleta y con una convocatoria de mesa de negociación para dentro de las 16 horas 
siguientes a su recepción (13 horas del 30 de junio), es decir, con muy poco margen para 
realizar alegaciones tras analizar el contenido de la documentación.  
 
La documentación está incompleta puesto que lo que se nos traslada es una especie de guion 
en el que quedan muchos aspectos sin concretar y no se trata del borrador de la norma 
jurídica concreta a través de la cual se va a establecer el citado plan. 
 
Faltan los datos relativos a las cargas de trabajo de los órganos jurisdiccionales a los que se 
va a aplicar dichos planes que son determinantes para que podamos valorar la adecuación 
de las medidas propuestas. Unos datos que la administración tiene la obligación de trasladar 
a las organizaciones sindicales en virtud del artículo 34.7 del TREBEP en tanto que son 
necesarios para hacer posible la negociación colectiva.  
 
En estas condiciones va a ser muy complicado que CSIF pueda dar este asunto por 
negociado en los términos fijados por el Tribunal Supremo para considerar la existencia de 
una “negociación real y efectiva”. 
 
No obstante, sin perjuicio de que se remita la documentación que falta y se convoque una 
nueva mesa de negociación, CSIF realiza las siguientes manifestaciones: 
 
Primera.- Los planes de actuación deberían contemplar dos fases. La primera dirigida a la 
reactivación y regularización de las actuaciones judiciales suspendidas durante el estado de 
alarma.  
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En este sentido, hay que tener en cuenta que desde la entrada en vigor de la Resolución del 
Ministro de Justicia del pasado 13 de abril se pueden presentar todo tipo de escritos en los 
órganos judiciales y, además, se amplió el catálogo de actuaciones declaradas esenciales y 
se extendió la actuación de los órganos judiciales a procedimientos no declarados esenciales. 
 
Asimismo, desde esa fecha, pero con mucha mayor claridad desde el 12 de mayo, se han 
incorporado a sus puestos de trabajo de forma gradual la totalidad de los empleados públicos 
de Justicia bien sea de forma presencial o en la modalidad a distancia.  
 
En conclusión, en los órganos judiciales nunca se ha dejado de trabajar y, desde hace 76 
días (de los cuales alrededor de 50 son hábiles). Los Juzgados y Tribunales de nuestro país 
han ido recuperando una cierta normalidad en su funcionamiento ordinario.  
 
En consecuencia, es fácil colegir que la tramitación de los expedientes está en fase de 
reactivación y que, muchos órganos judiciales se han puesto al día con la tramitación de los 
expedientes y de los nuevos asuntos ingresados desde el 13 de abril salvo en algunas 
actuaciones concretas cuya realización, celebración o práctica ha estado muy limitada por el 
estado de alarma.  
 
Para CSIF, era y es muy importante establecer cuál es el estado real actual de los órganos 
judiciales en relación con los escritos presentados durante el estado de alarma, 
especialmente desde el 15 de abril. (fecha en la que entró en vigor la resolución de 13 de 
abril antes citada) y cuantas actuaciones judiciales y de qué tipo habían quedado 
suspendidas. 
  
Este análisis se podía hacer de forma global, pero también a nivel micro, en cada órgano 
judicial. De hecho, se hace periódicamente y, especialmente, tras una huelga y con la misma 
finalidad conocer el estado de atraso del juzgado y aplicar medidas correctoras.  
 
Es muy probable que las actuaciones más afectadas por la suspensión hayan sido las vistas, 
juicios y comparecencias en los Juzgados o ante la Fiscalía o Institutos de Medicina Legal o 
también, en los actos de comunicación personal que no se han podido practicar por las 
restricciones de movilidad y la falta de medios de protección adecuados. Es en estos casos, 
sobre datos que están disponibles o de los que se puede disponer en un lapso de tiempo 
razonable, son los que precisarían de medidas de refuerzo: 
 

 Servicio de atención de salas de vistas 

 Servicio de atención al ciudadano y a los profesionales 

 Servicio de actos de comunicación y ejecución 

 Servicio de reconocimientos y exámenes realizados en el IML y en los equipos 
psicosociales.  

 
Por otro lado, es posible tener datos reales sobre el incremento de la carga de trabajo por 
órdenes jurisdiccionales si se toman las decisiones adecuadas y no se espera a los plazos 
ordinarios de remisión de datos y confección de estadísticas, algo que sería muy interesante 
dada la excepcionalidad de la situación en la Administración de Justicia. Con esos datos se 
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podrían tomar decisiones de refuerzo de órganos judiciales determinados o de órdenes 
jurisdiccionales. En este sentido, cabe recordar el incremento de asuntos civiles en los últimos 
años y el incremento de la pendencia que ha llevado en algunas localidades a incrementar el 
número de órganos de primera instancia y mixtos en estos años.  
 
Pues bien, en esta primera fase de planes de actuación, habría dado todo el sentido a la 
pionera reincorporación del personal de Justicia dentro del conjunto de administraciones 
públicas y se podrían haber puesto en marcha en la segunda quincena del mes de mayo y 
prorrogarse hasta el mes de septiembre sin tocar las vacaciones de los funcionarios.   
 
De esta forma los órganos judiciales afrontarían una posible oleada de asuntos derivados del 
COVID 19 a partir del otoño de este año tal y como todo el mundo predice. Y aún se puede 
hacer y, para CSIF sería muy necesario hacer desde ya.  
 
Segunda.- La segunda fase de planes de actuación es la que coincidiría con los objetivos del 
plan propuesto que no es otro que facilitar la gestión de la ola de asuntos de nuevo ingreso 
derivados del COVID 19.  
 
En esta segunda fase hay que tener en cuenta que la extensión de los ERTE a finales de 
septiembre de 2020 retrasará la entrada de asuntos concursales y laborales derivados de la 
finalización de las ayudas a empresas y trabajadores.  
 
En todo caso, habría que monitorizar todos los órdenes jurisdiccionales para tener datos 
sobre la entrada de asuntos y tomar las medidas de refuerzo necesarias que conforme a la 
propuesta de CSIF son: 
 

 Dotación de todas las vacantes y bajas de forma inmediata para maximizar la plantilla 

 Teletrabajo regulado, con compensación económica o equipos corporativos y 
voluntario para todo el personal que lo solicite 

 Planes de actuación con prolongaciones de jornada y objetivos transparentes, posibles 
en su consecución, incentivados y voluntarios.  

 Refuerzos externos primando las comisiones de servicio con relevación de funciones, 
la sustitución vertical y, en último caso, nombramientos de interinos para cubrir las 
ausencias de los titulares por los dos sistemas de provisión citados o, directamente, 
los puestos de refuerzos no cubiertos por ellos.  

 
Estas medidas también son aplicables a la primera fase.  
 
Tercera.-  En lo que se refiere al borrador objeto de análisis CSIF manifiesta lo siguiente: 
 

1. Fijar la atención en dos órdenes jurisdiccionales y un órgano especializado 
reconociendo que no se tienen datos concretos sobre la incidencia del COVID 19 en 
el ingreso de asuntos nuevos es, cuando menos, sorprendente. Para CSIF hay que 
establecer un sistema de alerta temprana y considerar la aplicación de medidas de 
refuerzo en todos los órdenes jurisdiccionales u órganos especializados sin descartar 
ninguno.  
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En concreto y a modo de ejemplo, no se considera el más que probable incremento 
de asuntos en materia de concursos de personas físicas en el orden civil. Otro tanto 
puede ocurrir en los órganos especializados en familia e incluso violencia sobre la 
mujer. Además, es necesario atender al impacto que puede haber en los Juzgados 
mixtos que asumen competencias ordinarias y especializadas en determinadas 
localidades.  

 
Por otro lado, debería incluirse también al personal destinado en las Fiscalías.  

 
2. Falta la determinación de los órganos judiciales y funcionarios/as afectados por cada 

tipo de medida. La falta de los datos de carga de trabajo impide conocer el alcance 
real de las medidas propuestas ya que sólo se mencionan el orden social, el 
contencioso y los Juzgados mercantiles, pero incluso dentro de ellos no todos los 
órganos judiciales se verán beneficiados por las medidas.  
 

3. Falta la explicación de cómo se van a aplicar estas medidas en las ciudades donde 
está implantado el modelo de oficina judicial cuya estructura no se ajusta a la 
terminología utilizada en el documento. Resulta llamativo que el Ministerio siga sin 
reconocer la existencia de dos tipos de organización y de adaptar los criterios de las 
medidas que se proponen, en este caso medidas de refuerzo, a estas dos realidades. 
 
Además, no todas las localidades NOJ tienen la misma estructura de oficina (con o sin 
SCOP o sin SCEJ) por lo que los refuerzos no pueden idénticos en disposición y 
distribución.   

 
4. Falta la determinación de los nuevos órganos correspondientes a la programación de 

este año o de los anteriores o de las que se puedan aprobar, carácter temporal o 
definitivo, reconversión en órganos ordinarios, competencias y sus plantillas. En este 
sentido, CSIF se opone a que, como se ha anunciado, los órganos de nueva creación 
nazcan con plantillas mínimas que luego llevan a la contratación de refuerzos 
“temporales” que acaban en situaciones de abuso en la contratación temporal 
inaceptables.  
 

5. La exclusión temporal de los órganos judiciales del orden contencioso administrativo 
es llamativa. Se aduce falta de datos, pero la realidad es que esa falta de datos reales 
también afecta al orden social y al mercantil y es reconocido por el propio Ministerio. 
Es cierto que el orden contencioso no tiene una sobrecarga de trabajo apreciable en 
los últimos años, pero no se puede descartar la aplicación de medidas en este orden 
jurisdiccional cuando es bastante claro que se van a incrementar las reclamaciones 
contra la Administración y su gestión de la crisis sanitaria.  

 
6. Los denominados auto refuerzos carecen de una referencia temporal precisa que sí 

se incluye en las prolongaciones de jornada tradicionales que enmarca el número 
máximo de horas que se pueden trabajar teniendo en cuenta que los objetivos fijados 
no se van a poder conseguir sin trabajar más horas.  
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Estos auto refuerzos no pueden ser cubiertos con comisiones de servicio sin relevación 
de funciones puesto que no están reguladas en la LOPJ.  

 
7. Con carácter general los objetivos fijados no pueden ser tan altos que los hagan 

inalcanzables ya que les haría perder el elemento motivacional que es básico para el 
éxito de esta medida. Al no haberse aportado los datos sobre los que se establecen 
dichos objetivos no se puede hacer una valoración sobre los mismos siendo este un 
elemento esencial de la negociación de los planes de actuación. 
 

8. En relación a estos objetivos no pueden estar cifrados para todos en la resolución 
mediante sentencia, auto o decreto de asuntos ya que no se puede hacer depender 
de terceros la realización del plan. De mantenerse así la redacción CSIF solicita que 
la retribución sea igual para todos los integrantes de la oficina judicial y se establezca 
en la cantidad más alta prevista para alguno de ellos. LAJ o, en su caso, magistrados.  

 
9. En el caso de las reclamaciones aéreas CSIF propone que dichas reclamaciones se 

lleven en los juzgados civiles ordinarios y que los concursos de personas físicas se 
lleven en el órgano especializado en materia concursal. En este sentido, se podría 
reconsiderar la conveniencia de reforzar la especialización concursal de determinados 
juzgados. Otra opción para las reclamaciones a compañías aéreas es canalizar su 
solución a través de un sistema de conciliación previa de carácter público 
aprovechando las competencias de los funcionarios de Justicia atribuidas en la LOPJ 
y/o serían un buen campo de pruebas de la iniciativa del Ministro sobre sentencias 
testigo.  

 
10. En relación con los órganos mercantiles haría falta también establecer refuerzos en 

materia concursal pues, recordemos, se vieron desbordados en la crisis financiera de 
2008.  

 
11. La participación en el plan debe ser realmente voluntaria, ofertada a todo el personal 

destinado en el órgano judicial sin ningún criterio de selección salvo la necesidad de 
establecer turnos rotatorios si fuera el caso.  

 
El sistema de designación propuesto no es voluntario y sí es opaco, arbitrario por 
cuanto no existe mecanismo eficaz de control de las decisiones, fomenta el favoritismo 
y el clientelismo dentro del Juzgado que enturbia las relaciones laborales, otorga 
funciones al titular del órgano y al LAJ que no están recogidas en ninguna norma y 
carece de ningún criterio objetivo de selección. Además, es contradictorio porque si es 
voluntario la participación en el plan depende de la voluntad del trabajador nunca de 
terceras personas.  

 
12. Se está planteando de forma encubierta un “pseudo-sistema” de evaluación del 

desempeño ilegal y que, en todo caso, correspondería a la Administración prestacional 
establecerlo previa negociación colectiva. CSIF ya ha propuesto al Ministerio de 
Justicia el establecimiento de la carrera profesional y recuerda a los representantes 
ministeriales que la carrera profesional está ya incluida en la LOPJ pendiente de la 
negociación y aprobación de un Real Decreto de carácter básico.  
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13. En relación al personal preciso para participar en las medidas es claramente 

insuficiente: 
 

CSIF propone: 
 

 Que se incluyan en los auto refuerzos a todo el personal de Juzgado puesto 
que se trata también de mantener la tasa de resolución en el resto de 
procedimientos y a ese fin contribuye todo el personal. 
 
Alternativamente que se incremente la dotación como sigue: 
 

 1 LAJ, 1 Gestor 2 Tramitadores y 1 Auxilio Judicial por órgano con auto 
refuerzo. 
 

 1 LAJ, 2 Gestores, 3 Tramitadores y 1 Auxilio Judicial por equipo de refuerzo 
externo.  
 

 Sin perjuicio de lo anterior, también se propone la posibilidad de nombrar 
refuerzos de un cuerpo concreto en órganos judiciales determinados cuando 
así se estime necesario por la carga de trabajo existente.  

 
14. En todo caso, los refuerzos externos no pueden seleccionarse de refuerzos ya 

existentes que responden a otras necesidades que siguen vigentes en determinados 
órganos judiciales. Se trata de incrementar el número de efectivos para regularizar la 
situación de los juzgados tras el parón del estado de alarma y, esto, no se puede hacer 
siguiendo el dicho popular de “desvestir un santo para vestir otro” 
 

15. Nada se dice de la forma en la que se van a incorporar los LAJ en prácticas, la forma 
de evaluación que se va a aplicar a su trabajo, los puestos de trabajo que van a ocupar 
en relación con sus localidades de origen y sus retribuciones.  
 
A este respecto, CSIF exige que se respeten los nombramientos de LAJ sustitutos 
existentes.  
 

16. El objetivo no puede ser reducir la carga media del partido judicial sino de cada 
Juzgado de otro modo se está haciendo posible la desigualdad en el ejercicio del 
derecho de tutela judicial efectiva de los ciudadanos en función de si su asunto se 
reparte a un juzgado o a otro. Además, el límite debería ser como mínimo el 130% de 
carga de trabajo que, conforme al CGPJ se considera asumible por el órgano judicial.  

 
17. En cuanto a la dotación de los órganos de nueva creación ya hemos señalado nuestra 

posición más arriba.  
 

18. Si el objetivo es reducir la carga de trabajo y regularizar la situación de los tribunales 
no se puede establecer una exclusión genérica de aquéllos juzgados sometidos a 
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seguimiento precisamente por el atraso en la tramitación de sus procedimientos. Es 
probable que la aplicación de un plan como el de estas características sea beneficioso.  

 
19. Para CSIF es inaceptable que se excluya del plan a los sancionados que hayan 

cumplido su sanción puesto que se atenta grave y directamente contra el principio de 
tipicidad de las sanciones administrativas. De esta forma se está imponiendo una 
nueva sanción al funcionario/a que no está recogida en una norma con rango de ley. 

 
20. No se puede limitar el acceso a los planes por la adscripción, en algunos casos 

obligatoria, al turno de tarde. Esta medida tiene su origen en la falta de capacidad de 
la Administración para garantizar la provisión de medidas de protección adecuadas a 
todos los funcionarios de Justicia. Además, existen otras opciones para incorporar a 
todo el personal e implicarle en el objetivo final como es la acción combinada de 
modalidad de trabajo presencial y no presencial. 

 
21. Las comisiones de servicio sin relevación de funciones son ilegales al no estar 

recogidas en la normativa vigente con carácter general para todos los Cuerpos. Si lo 
que se quiere es negociar la regulación de las sustituciones horizontales o una nueva 
forma de provisión de puestos de trabajo debe convocarse una reunión que incluya 
este apartado en el orden del día y aportar una propuesta sobre el particular.  

 
22. CSIF propone 14 12 10 puntos respectivamente para el Auxilio Judicial. En todo caso, 

debería hacerse mención al artículo 13 del RD 1909/2000 del que sale la retribución 
por puntos de los planes de actuación y el valor actual del punto que se va a aplicar 
para conocer con exactitud la retribución que se va a percibir y que es un elemento 
esencial de la negociación del plan.  Sin perjuicio de lo anterior, debería negociarse la 
actualización de este artículo que no se revisa desde el año 2000. 
 

23. En todo caso, debe quedar recogido de forma expresa que la retribución que se 
establece en el cuadro es por cada funcionario/a que participa en el plan y no para el 
conjunto de la oficina o por cuerpos.  

 
24. En cuanto a los refuerzos externos la alusión a la retribución ordinaria es demasiado 

vaga e imprecisa. Debe concretarse al menos que percibirán la retribución 
correspondiente a las retribuciones básicas y complementarias correspondientes al 
Cuerpo que corresponda y del puesto de trabajo que se desempeñe.  

 
25. En relación al control y seguimiento, con independencia de lo dicho en la introducción 

a este documento, es imprescindible que la norma a través de la que se apliquen estos 
programas de actuación contemplen la participación de las organizaciones sindicales 
en el seguimiento y control de este plan, así como que toda decisión que modifique las 
circunstancias del mismo y su aplicación cuenten con la previa negociación colectiva.  

 
En la documentación aportada no se menciona este extremo y sería un grave error, al 
margen de vulnerar la legalidad vigente en materia de negociación colectiva, no contar 
con los representantes del 85% de los trabajadores de la Administración de Justicia.  
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26. Por otro lado, quien debe verificar el cumplimiento del plan es la Administración 
prestacional que es quien paga y no el responsable funcional que, en muchos casos, 
está adscrito a un programa de actuación verificable. Es decir, no pueden convertirse 
en jueces y en parte.  
 

27. Es imprescindible la obtención de partidas presupuestarias suficientes para acometer 
estos planes de actuación y cumplir el objetivo temporal establecido. Un presupuesto 
a la altura de un servicio público esencial como es el de la Administración de Justicia.  

 
 

En Madrid, a 30 de junio de 2020. 
 
 

 
 
 
 

Fdo. Javier Jordán de Urries Sagarna 
Presidente del Sector Nacional de Justicia de CSIF 

 


